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León, Guanajuato, a 13 trece de abril de 2009 dos mil nueve. . . . . . . . .    

V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 202/2008-JN promovido por la ciudadana Alejandra Hernández Becerra; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna, toda vez que le fue notificada el 28 veintiocho de julio del 2008 dos mil ocho; lo que se corrobora con el original de la notificación que, respecto de la resolución impugnada, es aportada por la parte actora en su escrito inicial de demanda y le fue admitida como prueba de su parte. . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal; en fecha 9 nueve de julio del 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 307/05-P; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia de la citada resolución, aportada por la actora, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada hace de la misma al contestar la demanda; por lo que tal documento hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, 78, 119 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de una resolución administrativa emitida por el Consejo de Honor y Justicia demandado, en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . 
En cuanto a la ejecución de la sanción impuesta en la resolución impugnada, no se encuentra acreditada en primer lugar por no haber, en relación a la misma, aceptación expresa por parte del Director General de Policía Municipal de que se haya o esté ejecutando la sanción y en segundo lugar, al no aportar la actora, elemento de convicción que demuestre que ya se le ha impuesto la sanción de suspensión, resaltando que la propia actora al dar cumplimiento a requerimiento formulado, en su escrito (visible a foja 55 cincuenta y cinco) señala: “SE IMPUGNA LA INMINENTE EJECUCIÓN DE LA SANCIÓN CONSISTENTE….”, de lo que se desprende que la actora acepta expresamente que no se le ha ejecutado la sanción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
CUARTO.- Quien resuelve procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la parte actora aduce ilegalidad en la resolución impugnada al haberse dictado en contravención a diversos preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que aduce que hubo consentimiento tácito, respecto de la resolución dictada el 18 dieciocho de junio del 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia, en razón de que no existe consentimiento tácito alguno, pues la resolución impugnada es la dictada por el Consejo demandado, el 9 nueve de julio del 2008 dos mil ocho, y no la que señalan las demandadas, de fecha 18 dieciocho de junio; por lo que el proceso instaurado sí se encuentra interpuesto dentro del término legal; toda vez que si se notificó el 28 veintiocho de julio del año próximo pasado y se interpuso el proceso el 8 ocho de agosto de ese mismo año, resulta evidente que se encuentra dentro del término legal para interponerlo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, en relación a la ejecución de la suspensión temporal, por 16 dieciséis días del cargo que desempeña Alejandra Hernández Becerra, en la Dirección General de Policía Municipal, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por desprenderse claramente, de las constancias que obran en autos, la inexistencia de ese acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, en el caso concreto, la actora expresó -como ya se dijo en líneas anteriores- que impugna del Director General de Policía Municipal: "….LA INMINENTE EJECUCIÓN DE LA SANCIÓN CONSISTENTE EN 16 DÍAS DE SUSPENSIÓN DE LABORES SIN GOCE DE SUELDO….”, lo que se traduce en que la actora impugna un acto futuro e incierto, luego entonces inexistente, no obstante que dicho acto sea subsecuente de la resolución dictada con fecha 9 nueve de julio de 2008 dos mil ocho, en el procedimiento administrativo disciplinario número 307/05-P y que la ejecución de la sanción le corresponda al Director General de Policía Municipal atento a lo que dispone el artículo 52, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, sin que de ello, necesariamente, derive la existencia del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A mayor abundamiento, tan no existe el acto impugnado a que se ha hecho referencia, que se concedió la suspensión a efecto de que no se ejecute la resolución impugnada hasta en tanto se dicte resolución definitiva en el presente proceso administrativo, por lo que la ejecución dejó de tener el carácter de inminente y, al quedar a expensas del resultado de esta causa administrativa, ya no se tiene la certidumbre que se realizará. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es por lo antes expuesto que al resultar incuestionable que el acto impugnado -consistente en la inminente ejecución de la sanción impuesta por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal- no existe, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, y en este sentido, respecto de dicho acto, es procedente Sobreseer el proceso administrativo de conformidad con lo señalado en la fracción II, del artículo 262, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado la causal de improcedencia hecha valer por las autoridades demandadas y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor; siendo preciso destacar por su importancia lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 De las documentales aportadas por la actora se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 9 nueve de julio del año 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 307/05-P, instruido en contra de la elemento de policía Alejandra Hernández Becerra, dictó resolución en cumplimiento de la sentencia emitida por el Juez Primero Administrativo Municipal, el 18 dieciocho de junio de ese año, en el recurso de inconformidad número 084/2006-RI; resolución en la que se le impuso la sanción administrativa consistente en la suspensión del cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, por un periodo de 16 dieciséis días sin goce de sueldo; al considerar ese Órgano Colegiado que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción XXIII, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. Dicha fracción establece como falta grave: “Insultar o hacer burla de los compañeros de trabajo o de cualquier persona dentro o fuera del servicio, así como provocar riñas o participar en estas;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de determinar acerca de la actualización de la falta grave antes mencionada, la autoridad demandada, en el Considerando Sexto de la resolución impugnada, señaló: “SEXTO.- De igual manera de los medios de prueba valorados y concatenados entre sí, constituyen medios de convicción suficientes para tener plenamente acreditada la responsabilidad administrativa de los elementos de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, de nombres ALEJANDRA HERNANDEZ BECERRA... toda vez que en fecha 05 del mes de junio del presente año, profiriéndose agresiones verbales y faltándose el respecto; .... cuando el propio Miguel Romero Durán le solicita las llaves de su vehículo particular y se refiere a los elementos del Grupo Delta diciendo que; “todos eran una mierda”...y que probablemente uno de ellos había tomado las llaves...”. . .   
De lo anterior, es de concluir que la demandada estimó que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción XXIII, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, vigente hasta el 4 cuatro de enero del 2007 dos mil siete, pero aplicable al caso, por haber ocurrido los hechos el 5 cinco de junio del año 2005 dos mil cinco, cuando aún se encontraba vigente el reglamento mencionado, sin las reformas publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el 1 uno de enero del año 2007 dos mil siete; al haber insultado a algunos miembros del Grupo Delta de la propia Dirección de Policía Municipal; es preciso también referir que en los conceptos de impugnación, únicamente se analizará lo referente a la legalidad de la resolución impugnada, omitiendo pronunciarse respecto de la inconstitucionalidad que alega la parte actora, lo que está reservado a los tribunales de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, refiere la actora en lo sustancial que, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, vulnera el artículo 21 Constitucional porque las infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía sólo pueden sancionarse con multa, arresto hasta por 36 treinta y seis horas y trabajo a favor de la comunidad; y que en el caso, se impuso una suspensión de 16 dieciséis días sin goce de sueldo y que por eso, el artículo 36, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, es inconstitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Además señala que el Ayuntamiento no puede modificar, ni extinguir preceptos constitucionales y que se vulnera el principio de supremacía constitucional y de jerarquía normativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizado el concepto de impugnación planteado por la parte actora, el mismo resulta infundado, en virtud de que en primer lugar, se confunde al señalar que se vulnera el artículo 21 Constitucional, pues ese precepto no resulta aplicable a las sanciones administrativas a que se hacen acreedores los servidores públicos, concretamente los elementos de las instituciones policiales de la Federación Estados y Municipios; sino que tal precepto, sólo se refiere a las infracciones en que incurren los particulares a los reglamentos gubernativos y de policía, esto es, las faltas administrativas de las que conocen los oficiales calificadores, también denominados en la doctrina y en la práctica como de “barandilla”; resultando incorrecto suponer que dicho precepto se refiere a las sanciones de los elementos de los cuerpos de seguridad pública, pues en tal caso resulta aplicable el artículo 108, de la Constitución General de la República, lo que difiere notablemente de lo señalado por la actora. . . . . . . . . . . . .  

Aunado a lo anterior, es importante hacerle ver a la actora que en la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el primer párrafo de la fracción XIII, del inciso B, del artículo 123, se instituye que los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes, lo que se cumple en el presente caso, al habérsele instaurado y seguido un procedimiento administrativo disciplinario, como integrante de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato -dependencia que sin lugar a dudas es una Institución Policial- en los términos del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, conforme a lo que establece la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . .      

Por otra parte, en cuanto a que el Ayuntamiento no puede modificar, ni extinguir preceptos constitucionales, y que por eso se vulnera el principio de supremacía constitucional y de jerarquía normativa; también son infundados tales planteamientos, dado que en el caso concreto, no se advierte que el Ayuntamiento haya modificado o pretendido derogar o inaplicar algún precepto constitucional, así como tampoco que la aplicación del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, violente algún precepto constitucional, y en caso de que así afuera, ello sería materia de un juicio de amparo ante los tribunales federales. . . . . . . . . . . 

En el segundo concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que la resolución impugnada, en la que se le impuso la sanción de suspensión, vulnera la garantía de legalidad y el principio de reserva de ley; ya que refiere que las sanciones por responsabilidades administrativas deben encontrarse establecidas en una ley y que por lo tanto el Ayuntamiento no puede fijarlas en un reglamento. 

Este Juzgador estima también infundado dicho concepto de impugnación, en virtud de que las sanciones que se prevén en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Publica Municipal de León, Guanajuato, no se establecen de manera arbitraria por el Ayuntamiento, sino que lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; se basa en lo previsto por el artículo 98, de la Ley de seguridad Pública del Estado de Guanajuato, precepto que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

          “ Artículo 98.- En atención a la gravedad de la falta, se aplicarán las siguientes medidas disciplinarias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I. Amonestación, mediante la cual el superior advierte la omisión o falta en el cumplimiento de sus funciones al elemento, conminándolo a corregirse; podrá ser verbal o por escrito; . . . . . . . . . .
II. Arresto hasta por treinta y seis horas, sin perjuicio del servicio; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
III. Cambio de adscripción; se decretará cuando el comportamiento del integrante del cuerpo de seguridad pública afecte la disciplina y buena marcha del grupo al que esté adscrito o bien sea necesario para mantener una buena relación e imagen con la comunidad donde se desempeña;. . . 
IV. Suspensión temporal de funciones sin goce de sueldo;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
V. Degradación; y . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
VI. Cese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Cuando la sanción haya consistido en el cese, los miembros de las instituciones policiales de los municipios y del estado serán removidos libremente de sus cargos, sin que proceda su reinstalación o restitución, independientemente de cualquier medio de impugnación que interponga y, en su caso, el estado sólo estará obligado a pagar una indemnización.” . . . . . . . . 
Ahora bien, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, otorga facultades a los Ayuntamientos municipales para reglamentar lo referente a los Consejos de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública, como se desprende de lo preceptuado en el artículo 53, de la señalada ley, el que establece: 

“Artículo 53. En cada municipio, el ayuntamiento deberá nombrar un Consejo de Honor y Justicia que tendrá la integración y funciones que señale el reglamento respectivo, atendiendo a las bases señaladas en esta ley. Para los cuerpos de seguridad pública del ámbito estatal, el reglamento respectivo establecerá las funciones del Consejo de Honor y Justicia.”. . . . . 
De ahí que la resolución impugnada no resulte violatoria de la garantía de legalidad, ni del principio de reserva de ley, por el motivo aducido por la actora. . . 


En el tercer concepto de impugnación, la parte actora manifiesta que en la resolución impugnada se omiten precisar los medios de defensa que procedan conforme a la ley aplicable, la autoridad ante la cual deba interponerse y el plazo para ello, lo que vulnera el artículo 138, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 144, del mismo Ordenamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


Resulta fundado pero inatendible el señalado concepto de impugnación, en razón de que si bien es cierto, no se señaló el medio de defensa que puede interponer en contra de la resolución, el termino y la autoridad ante la que deba presentarse; también lo es, que como se desprende de la presente causa administrativa, la parte actora sí promovió en tiempo y forma el medio de impugnación procedente, que es el proceso administrativo ante los Juzgados Administrativos Municipales; por lo que ningún perjuicio le puede ya acarrear dicho incumplimiento por parte del Consejo demandado, si se interpuso el medio de defensa pertinente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


A mayor abundamiento, resulta anulable un acto administrativo que incumpla con los requisitos previstos en el artículo 138, Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, si resultare, que de la omisión de la autoridad emisora del mismo, el gobernado o particular perdiera su oportunidad legal de impugnar tal determinación; lo que no ocurre en la presente causa administrativa, en la que sí se interpuso en tiempo y forma; por lo que resulta, como se ha dicho, fundado pero inatendible dicho agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el cuarto concepto de impugnación señala la parte actora, que le causa agravio el segundo párrafo del resolutivo noveno de la resolución impugnada, al referir que tal resolución tiene el carácter de irrevocable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es infundado dicho concepto de impugnación, debido a que en nada le afecta a la actora, su derecho a impugnar tal resolución, como ocurre en la presente causa administrativa, el hecho de que señale el Consejo demandado que su determinación es irrevocable, toda vez que al impugnarse mediante el proceso administrativo, este Juzgador puede emitir, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 300, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, una resolución en la que se decrete la nulidad parcial o total, de la resolución impugnada, puede también, modificarla, reconocer la existencia de un derecho o en su caso, imponer la condena que corresponda; por lo que resulta irrelevante, el que se diga por parte de la autoridad municipal que su determinación es irrevocable, porque puede ser anulada o modificada por este Juzgador,  y por ende no le causa alguna afectación a su derecho a impugnar, como precisamente ocurrió al promover el proceso administrativo que se resuelve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el quinto concepto de impugnación, manifiesta que el formato en el que se plasmó la resolución impugnada no fue publicado en el Periódico Oficial del Estado y que por eso, se vulnera el artículo 139, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . 


Es infundado el concepto de impugnación interpuesto, dado que el precepto que estima como vulnerado, en su segundo párrafo, se refiere a formatos que expidan las autoridades administrativas; entendiéndose como tales, aquellos actos que requieran un formato específico y estándar, tales como boletas, requerimientos, multas y otros actos similares; pero no resulta aplicable a las resoluciones de los procedimientos administrativos disciplinarios, pues tales resoluciones no son “formatos” pues al resolver una controversia, se asemejan en su contenido y redacción a una sentencia jurisdiccional; de ahí que no resulte fundado ese argumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En el sexto concepto de impugnación, plantea que la resolución impugnada está afectada de invalidez porque no se desprende que la misma se haya dictado en una sesión del pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 


También es infundado el argumento planteado, en primer lugar, porque en el cuerpo de la resolución impugnada (visible a fojas 19 diecinueve a 50 cincuenta de autos) se hace mención al número 174 ciento setenta y cuatro que corresponde a la Sesión del Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en donde se resolvió el procedimiento administrativo disciplinario instaurado a la ahora parte actora y, en segundo lugar, porque la resolución que se notifica a la actora, de acuerdo a lo señalado por el artículo 8, fracción VII, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia antes mencionado, debe ser suscrita por el Presidente del Consejo, a nombre del Consejo, por lo que con tal formalidad se considera legalmente emitida; pues no existe disposición que obligue al Consejo a informar a los elementos sujetos al procedimiento administrativo la forma y pormenores en las que se llevaron a cabo sus Sesiones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, en el séptimo concepto de impugnación, señala que le agravia que se le sancione dos veces, con un arresto por 36 treinta y seis horas y con la suspensión, aduciendo que se vulnera el artículo 23 constitucional. . . . . . . . . . . . . 

Es infundado dicho concepto de impugnación, pues de ninguna manera puede resultar vulnerado el artículo 23, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que el precepto se refiere a juicios del orden criminal; y en el caso que plantea se trata de una situación de carácter administrativo disciplinario; además de que no existe prohibición alguna de que derivado de los mismos hechos, su superior jerárquico le imponga un correctivo disciplinario como lo es el arresto, de conformidad con el Reglamento Interior de Policía; y posteriormente el Consejo imponga alguna sanción prevista en la norma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior, la actora no acreditó en forma alguna que el arresto de 36 treinta y seis horas a que hace referencia en el agravio, que dice le impuso el ciudadano Miguel Romero Duran, esté relacionado con la falta grave por la que la sanciona el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, y mucho menos que lo haya cumplido, toda vez que del informe rendido por el Encargado del Departamento de Informática de la Dirección General de Policía Municipal (patente a fojas 67 sesenta y siete a 68 sesenta y ocho), se informa que: “no se encuentra registrado el estatus de cumplimiento ni en el sistema de cómputo o informática, ni en la base de datos”, informe de autoridad que, ofrecido y admitido a la actora como prueba de su intención, merece pleno valor probatorio conforme lo dispuesto por el artículo 122, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y del que no se corrobora lo asentado por la actora, en la última parte del concepto de impugnación analizado, en el sentido de que si lo cumplimentó. . 
Por último, este Juzgador estima que los conceptos de impugnación vertidos, en su conjunto, no son suficientes para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución impugnada, resultando aplicable la siguiente tesis de Jurisprudencia emitida por los tribunales del Poder Judicial de la Federación, tesis que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.” No. Registro: 173,593. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Enero de 2007. Tesis: I.4o.A. J/48. Página: 2121. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar infundados, así como uno de ellos fundado pero inatendible, los conceptos de impugnación que esgrimió la actora en la presente causa administrativa y no consta en el expediente, algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad de la resolución impugnada, es por lo que se concluye que procede reconocer totalmente la legalidad y validez de la misma; así como también de su notificación y ejecución; ello con fundamento en lo dispuesto por el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- De lo solicitado por la actora se encuentra lo referente al restablecimiento de sus derechos y garantías conculcados, acción que se traduce en  el reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, de acuerdo a lo previsto en la fracción II, del artículo 255, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . 

No resulta procedente tal pretensión, pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para el restablecimiento de sus derechos conculcados, en virtud de que tal acción es accesoria de la de nulidad; siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103, de la publicación denominada “Criterios 2000-2007” y que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en lo señalado en los artículos 249, 261, fracción VI, 262, fracción II, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el proceso únicamente por lo que respecta al acto impugnado al Director General de Policía Municipal -consistente en la  ejecución de la sanción impuesta por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal-, atento a lo señalado en el Considerando Cuarto de esta Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Procedió el medio de impugnación interpuesto, en cuanto a la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

CUARTO.- Se reconoce totalmente la Legalidad y Validez de la resolución dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 307/05-P: de fecha 9 nueve de julio del 2008 dos mil ocho, por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, así como de su notificación; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica; atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

